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Introducción 
 
Dentro de la Campaña por el Referéndum Europeo, 
hoy somos convocados por el Instituto Europeo por la 
Iniciativa y el Referéndum, IRI-Europa. Desean 
conocer la legislación y experiencia práctica de 
Democracia Directa que existe en España, en relación 
al proceso de integración europeo. Quieren también 
que expresemos nuestra opinión sobre cómo debería 
articularse un eventual referéndum paneuropeo. De 
todo ello tratará este informe. 
 
En primer lugar no podemos dejar de agradecer a 
organizaciones como el Foro Cívico por una 
Constitución Europea o el Instituto Europeo por la 
Iniciativa y el Referéndum la creación de este espacio 
político e informativo. Un espacio deliberadamente 
abandonado por los partidos del modelo político 
hegemónico, sus medios de comunicación y gran 
parte de la comunidad académica. 
 
Nos preguntan, ¿cuál es la experiencia específica 
española de referéndums sobre asuntos europeos? Y 
los demócratas españoles debemos responder 
avergonzados que NO existe ninguna experiencia. 
Que los españoles NO disfrutan de ninguna 
legislación específica que proteja semejantes 
libertades políticas. Que NO ha existido nunca debate 
político o mediático en ninguna de las fases de la 
integración europea. 
 
 
Situación legislativa actual 
 
Tal vez debamos comenzar por describir cuál es la 
legislación española que "protege" las libertades 
políticas de Democracia Directa. 
 
La actual constitución española, así como la 
legislación que la desarrolla, prohíbe el referéndum 
vinculante; sólo admite el plebiscito consultivo 
(obsérvese que rechazamos usar el término 
"referéndum consultivo"). Puede convocarlo el 
monarca español a petición del Presidente del 
Gobierno, previa ratificación parlamentaria. Está 
prohibida la iniciativa parlamentaria al plebiscito 
consultivo, y por supuesto también la iniciativa 
popular. La única iniciativa posible es la decisión 
personal del Presidente del Gobierno. 
 
En relación a los referendums obligatorios de 
ratificación de decisiones políticas, debemos señalar 
que en España NO existe ninguna garantía de la 
soberanía popular que obligue a su convocatoria para 
asuntos como la integración europea u otros tratados 

internacionales. Sólo existe previsión para el 
referéndum obligatorio en las enmiendas 
constitucionales más importantes; como paso final de 
un extravagante procedimiento de reforma 
constitucional, que como veremos es un camino casi 
impracticable para el eventual referéndum de 
ratificación de la constitución europea. 
 
La legislación sobre iniciativas populares también es 
decepcionante. Casi todas las formas de iniciativa 
popular están prohibidas. No se permite la iniciativa 
popular al referéndum genérico, o al de ratificación 
legislativa, o al de ratificación de tratados 
internacionales; tampoco es posible la iniciativa 
popular a derogación legislativa o a revocación de 
cargos electos. Por ejemplo, desde España 
presenciamos con envidia el Artículo 72 de la actual 
constitución venezolana, que libera la iniciativa 
popular para la revocación de "todos los cargos y 
magistraturas de elección popular", incluido la 
Jefatura del Estado venezolano; compárese con la 
jefatura hereditaria del estado español. 
 
En España sólo se permite una forma degenerada de 
iniciativa popular legislativa. Una forma que en 
ningún caso conduce al referéndum, simplemente 
intenta introducir una proposición de ley. Está 
prohibida para las reformas constitucionales, para 
todas las leyes orgánicas (es decir, todo el aparato 
político del Régimen), y también está explícitamente 
prohibida para asuntos de carácter internacional (esto 
último bloquea legalmente el uso de la iniciativa 
popular en el tema que nos ocupa). Dadas sus 
limitaciones, esta forma de iniciativa popular 
legislativa debe ser denominada como petición 
colectiva legislativa. Por que además, su Comisión 
Promotora ni siquiera tiene voz para defenderla en el 
Parlamento, ni tampoco puede retirarla si considera 
que el trámite parlamentario desvirtúa el espíritu 
original. 
 
Esta forma de petición colectiva no parece el camino 
adecuado para motivar la ratificación popular de 
decisiones europeas. Incluso aunque fuese legalmente 
viable, la desilusión popular en materia de 
Democracia Directa es enorme, provocada en parte 
por la propia actitud del Régimen español. Por 
ejemplo, en Junio del 2002 se presentó una iniciativa 
popular legislativa de este tipo (la quinta en 20 años) 
respaldada por casi el triple del mínimo de firmas 
requerido (un total de 1.300.000 firmas de entre los 
33.000.000 de electores que existen en España). Para 
desesperación de la población demócrata, ni siquiera 
fue admitida a trámite al oponerse TODOS los 
diputados. Increíble pero cierto. 
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Lógicamente, la legislación regional y municipal en 
materia de Democracia Directa posee el mismo grado 
de desarrollo; pero su descripción excede el ámbito 
de este informe. Remitimos a las personas interesadas 
al informe que Demopunk publica anualmente sobre 
la Democracia Directa en España. 
 
 
Experiencia práctica en España 
 
Este breve repaso es pertinente para describir a 
continuación la experiencia de Democracia Directa 
que existe en España. La existencia de referendums 
se concentra -hace más de veinte años- durante una 
época denominada "Transición". En 1978 los 
españoles ratificaron la actual constitución en vigor, y 
poco después en 4 de las 17 regiones, se ratificó la 
iniciativa a constituir los gobiernos regionales, 
iniciativa ejercida por unas instituciones pluri-
provinciales denominadas "Diputaciones". (Soy 
consciente que el uso del término "regional" en lugar 
de otros términos -como "autonómico"- es 
inadecuado en casi todos los contextos. Pero ruego 
que se admita esta licencia en favor de la claridad 
expositiva para personas ajenas a nuestra política 
doméstica). Algunos círculos académicos insisten en 
incluir -como parte de la experiencia española de 
Democracia Directa- algún plebiscito ocurrido con 
anterioridad a la actual constitución. 
 
Aquí acaba toda la experiencia española de 
referendums, a excepción del plebiscito consultivo 
sobre la OTAN celebrado en 1986, que requiere 
alguna clarificación adicional. Como hemos visto no 
hay ninguna garantía constitucional específica -como 
las existentes en otros países- sobre decisiones de 
integración en organismos supranacionales, sólo cabe 
el plebiscito consultivo del Presidente del Gobierno. 
Pero realmente aquel plebiscito consultivo NO 
consultó a la población sobre la integración en la 
OTAN. El asunto ratificado en el plebiscito de 1986 
fue la integración en la estructura civil de la OTAN, 
es decir un estatus semejante al de Francia. En 
realidad, cinco años antes las élites políticas habían 
decidido -sin convocar ningún plebiscito- el ingreso 
en la OTAN, pero la fuerte oposición popular lo 
forzó. Finalmente, en 1997 las élites deciden -sin 
convocar ningún plebiscito- la completa y definitiva 
integración en la OTAN. Formalmente, en España 
nunca ha existido un referéndum de ratificación del 
ingreso en la OTAN, pero los demócratas españoles 
debemos soportar esta confusión, que ya está bien 
instalada en los libros de Historia. 
 
En relación a las decisiones de la integración 
europea, los antecedentes son todavía más breves. 
Ninguna de las fases ha disfrutado de ratificación 
popular; ni la decisión de solicitar el ingreso en las 
instituciones europeas, ni la adhesión a los sucesivos 
tratados de transferencia de soberanía. Estas 
decisiones de las élites sólo han sido ratificadas por el 

Parlamento. El sistema electoral español, de baja 
proporcionalidad y de listas cerradas -redactadas por 
las mismas élites, permite comprender el grado de 
legitimidad popular que realmente subyace en todo 
este proceso. 
 
A este marco institucional debemos añadir la 
ausencia de debate mediático y social. El hecho de 
que todas las decisiones sobre Europa hayan sido 
marcadamente elitistas, tiene una clara traducción 
sociológica. Ni la clase política, ni sus medios de 
comunicación, han estimado en ningún momento 
promocionar la ratificación popular o el simple 
debate público. Toda la información -incluidos 
anuncios televisivos- promociona una mitología 
acrítica y triunfalista, que ha calado con facilidad en 
un país castigado por el aislamiento secular. 
 
No creemos estar incurriendo en un infantil 
victimismo, al afirmar que la sociedad española es 
absolutamente apática en relación al debate sobre la 
integración europea. La rutinaria propaganda del 
Régimen no ha logrado despertar ningún interés 
popular, vagamente sólo circula la idea de unos 
Estados Unidos de Europa, como nueva potencia 
económica y militar, blanca y cristiana; la sociedad 
española en su inmensa mayoría ni puede ni quiere 
entender el proceso de integración europeo. 
 
Lamento profundamente la dureza de mis palabras, 
aunque me temo que la situación no es muy diferente 
en otros países europeos. Pero es que hemos venido a 
hablar del sujeto político llamado pueblo español, 
multitud española. Nuestro sujeto no son los círculos 
universitarios, ni la clase política. Estamos hablando 
de las libertades políticas de Democracia Directa que 
realmente disfruta este sujeto, del verdadero contexto 
sociológico que podemos encontrar en los barrios, en 
los polígonos industriales o en los pueblos agrícolas. 
Y pueden estar seguros que la situación es tan 
preocupante como la estoy describiendo. 
 
 
¿Es legalmente posible en España un referéndum 
de ratificación sobre un nuevo tratado? 
 
Los antecedentes son claros. Ningún tratado ha sido 
ratificado por la población; peor aún, ni siquiera los 
conocen. Es muy probable que las élites españolas 
mantengan esta estrategia, y que un nuevo tratado sea 
ratificado sólo por el Parlamento, incluso aunque 
tenga un carácter constitucional. 
 
Atendiendo a los antecedentes, el escenario más 
probable es que el eventual "tratado constitucional" 
sea anunciado por los medios de propaganda con el 
boato de las bodas reales, o las galas de Eurovisión. 
Y pueden estar seguros que si llegase a existir 
semejante referéndum, la presión propagandística lo 
convertirá en un plebiscito maniqueo, plebiscito de 
ratificación de una analogía llamada Estados Unidos 
de Europa. 
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Ciertamente lo más probable es que el Régimen 
español mantenga su estrategia de evitar la 
ratificación popular, pero estamos en la obligación de 
analizar la viabilidad legal de un referéndum. Dada la 
legislación actual, el soporte legal para la ratificación 
popular en España de una eventual constitución 
europea o tratado constitucional sólo admite dos 
variantes. 
 
La primera variante es el plebiscito consultivo que se 
ha descrito anteriormente, enunciado en el Artículo 
92 de la constitución y regulado por Ley Orgánica de 
Diciembre de 1980. La iniciativa a este plebiscito es 
la decisión personal del Presidente del Gobierno; es 
muy improbable que el monarca se oponga a 
convocarlo, y aparentemente puede conseguirse con 
facilidad el permiso parlamentario. Además, los 
asuntos para este tipo de plebiscito no están 
limitados. En principio, este procedimiento legal es el 
que parece mejor orientado para satisfacer, en algún 
grado, el llamamiento de la Campaña por el 
Referéndum Europeo en el que participa el Instituto 
Europeo por la Iniciativa y el Referéndum, IRI-
Europa. 
 
El llamamiento de la Campaña por el Referéndum 
Europeo propone celebrar el referéndum 
coincidiendo con las próximas elecciones al 
Parlamento Europeo. Pero este tipo de plebiscito no 
puede ser convocado coincidiendo con elecciones. 
Textualmente la mencionada ley orgánica prohíbe la 
convocatoria en coincidencia con "elecciones 
parlamentarias o locales generales". 
 
Sin embargo, estimamos que dicha prescripción legal 
podría admitir alguna interpretación, estimamos que 
se trata de un problema menor que puede ser 
solventado con alguna de las interpretaciones legales 
a las que estamos acostumbrados (por ejemplo, no ha 
sido necesaria nunca la ratificación parlamentaria -
exigida por la constitución- para la entrada en guerra: 
la participación española en la guerra del Golfo, o en 
los bombardeos sobre Serbia, o en la invasión de 
Afganistán, o la cesión de cazas contra las FARC 
colombianas, o en la guerra contra Irak tienen la 
interpretación legal de "acciones humanitarias" que 
no requieren de ratificación parlamentaria de ningún 
tipo). 
 
Obviamente, este plebiscito consultivo adolece de 
una importante cualidad: no es una consulta 
vinculante. La segunda variante a la que nos 
referíamos introduce el carácter vinculante. 
Legalmente es posible introducir una reforma 
constitucional que, adecuadamente redactada, 
legitime la transferencia de competencias y soberanía 
a una eventual constitución europea. La iniciativa le 
correspondería al Gobierno, o a alguna de las 
cámaras del Parlamento, e incluso a alguna de las 
asambleas legislativas regionales; la iniciativa 
popular en este caso está prohibida. Sin embargo, el 

actual  procedimiento de reforma constitucional es 
tan extravagante que difícilmente podrá ser articulado 
para que los calendarios españoles y europeos 
coincidan razonablemente. En virtud del artículo 168 
de la constitución, una enmienda de dichas 
características requiere la siguiente secuencia de 
actos: 

• Iniciativa de alguna institución legitimada 
• Mayoría de 2/3 en el Congreso 
• Mayoría de 2/3 en el Senado 
• Disolución de ambas cámaras, campaña electoral 

y nuevas elecciones legislativas dos meses más 
tarde. 

• Ratificación del inicio del estudio por mayoría en 
el nuevo Congreso 

• Ratificación del inicio del estudio por mayoría en 
el nuevo Senado 

• Mayoría de 2/3 en el nuevo Congreso 
• Mayoría de 2/3 en el nuevo Senado 

Finalmente, según la constitución española 
alcanzaríamos la obligación de un referéndum 
vinculante, que al ratificar la enmienda constitucional 
sobre las transferencias de soberanía, estaría 
implícitamente ratificando la nueva constitución 
europea. Más allá de tanta dificultad formal, no 
podemos dejar de señalar que en España cualquier 
enmienda constitucional es un tabú político -debido 
principalmente a la confrontación entre nacionalistas- 
que añade otro nuevo obstáculo a esta variante. 
 
 
El Proceso Constituyente Europeo 
 
Somos conscientes que la penosa situación descrita 
para España no es una excepción. Basta comprobarlo 
en los informes del Instituto Europeo para la 
Iniciativa y el Referéndum. Pero más allá de todos 
estos datos, también debemos expresar nuestra 
opinión sobre el propio Proceso Constituyente 
Europeo. 
 
Y es que aparentemente, el proceso constituyente de 
la nueva Europa ya ha comenzado. Apenas unos 
pocos europeos lo saben, pero parece que ya se ha 
iniciado. Para nuestra sorpresa, la Convención -
asamblea no electa de 105 miembros- empieza a 
asumir unas funciones constituyentes que no le han 
sido asignadas -merece la pena verificar este hecho 
en la propia Declaración de Laeken. Nadie parece 
extrañarse de las funciones constituyentes de la 
Convención, ¡ni siquiera el Parlamento Europeo! 
 
Hoy por fin, hay un borrador oficial de tratado 
constitucional; decepcionante, pero durante meses 
sólo hubo borradores oficiosos de origen incierto. Los 
políticos europeos -la mayoría no electos- se 
posicionan a favor o en contra de simples globos 
mediáticos, mientras los políticos nacionales parecen 
ajenos a tan importante actividad, y por supuesto el 
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99% de la población afectada desconoce que ya 
existe una asamblea constituyente de facto. Todo un 
ejemplo de proceso constituyente. 
 
Ni el diseño de este proceso constituyente, ni los 
propios antecedentes democráticos de la UE pueden 
tranquilizarnos. Una terrible sensación nos invade: 
todo esto es más de lo mismo. Comprenderán que 
tengamos serias dudas de que la futura constitución 
europea sea una constitución de nueva generación. 
Vemos con hondo escepticismo que se llegue a 
afrontar constitucionalmente el diseño de un sistema 
electoral moderno, que se protejan las elecciones 
primarias, que se desactive el carácter de sectas laicas 
de los actuales partidos políticos, que se articule el 
control popular de la guerra, que se garantice el 
amplio abanico de libertades políticas de Democracia 
Directa; y ante todo, que se libere el Poder 
Constituyente del pueblo, de la multitud europea, que 
se permita la enmienda constitucional o el inicio de 
procesos constituyentes a la iniciativa popular. Nos 
tememos que la nueva constitución europea repetirá 
el modelo constitucional de la democracia liberal: un 
texto vacío de libertades políticas, pero rebosante de 
derechos civiles y libertades públicas. En realidad, 
material plástico en manos de las élites. 
 
Por otro lado, queremos hacer un clara petición 
dentro de la Campaña por el Referéndum Europeo, 
así como al Instituto Europeo por la Iniciativa y el 
Referéndum. Siempre hemos pensado que el objetivo 
de lograr un referéndum paneuropeo de ratificación 
constitucional es un objetivo excesivamente modesto. 
Incluso podríamos calificarlo de prematuro. ¿Nos 
sentiremos satisfechos de poder ratificar mediante 
referéndum una constitución vacía de libertades 
políticas?, ¿será un éxito la jornada en la que un 
referéndum ratifique una constitución sin libertades 
de Democracia Directa? 
 
Por todo ello, debemos generalizar nuestros 
objetivos. El mero objetivo del referéndum 
constitucional es claramente insuficiente, casi 
peligroso. No podemos malgastar nuestros esfuerzos 
personales y organizativos; tenemos que focalizar 
nuestra pasión política para lograr que la nueva 
constitución esté bien equipada de libertades políticas 
de Democracia Directa, que libere el Poder 
Constituyente de la multitud europea. 
 
La creación del Grupo de Trabajo sobre Elementos de 
Democracia Directa -sin ser todavía un grupo de 
trabajo oficial de la Convención- es un primer paso 
positivo en el sentido que señalamos. Conocemos y 
apoyamos las propuestas del Instituto para la 
Iniciativa y el Referéndum, propuestas muy positivas 
orientadas a las iniciativas populares legislativas. Sin 
embargo, las consideramos insuficientes en algunos 
aspectos. Próximamente, Demopunk Net aportará su 
propuesta detallada al foro creado al efecto, que hoy 
podemos sintetizar en las siguientes aportaciones: 

• Las iniciativas populares no son sólo 
legislativas. Existen otros tipos de iniciativa popular 
igualmente importantes: iniciativa abrogativa, 
iniciativa de ratificación de tratados internacionales, 
de revocación de cargos públicos, y sobre todo, la 
iniciativa popular a iniciar procesos constituyentes. 

• Existen otras significativas libertades 
políticas de DD, como la personación popular ante 
cualquier institución, que puede entenderse como la 
generalización de la libertad política de la iniciativa 
popular. O la protección constitucional a los 
Presupuestos Participativos en el ámbito municipal. 

• Tenemos la obligación de forzar la 
articulación constitucionalmente del control popular 
de la guerra. No es una idea nueva, es una libertad 
política que reclamamos continuamente. 

• Apoyamos la propuesta del Instituto para la 
Iniciativa y el Referéndum de regular el derecho de 
secesión o de autodeterminación. Increíblemente, a 
pesar de la intensidad de la confrontación 
nacionalista en España, Demopunk Net es uno de los 
pocos foros (¿el único?) donde se debaten 
procedimientos formales para esta libertad política. 

• Por otro lado, señalar que la descripción 
constitucional de libertades políticas no puede ser 
breve, ni puede quedar pospuesta completamente a 
leyes de rango inferior. Los riesgos son obvios. 

Todos nosotros debemos asumir otra crítica más. 
Estamos completamente focalizados hacia los 
aspectos normativos de la Democracia Directa, y 
olvidamos los aspectos sociológicos. Después de 
muchas décadas, nuestras sociedades están educadas 
en la gramática cultural de la democracia 
representativa; la población tiene interiorizado su 
raquítico rol de electores, el abandono subconsciente 
de la iniciativa política y las jerarquías efectivas de 
poder. Con estas palabras estamos señalando que 
podemos luchar por las libertades políticas de 
Democracia Directa, y encontrarnos finalmente sin 
un sujeto activo para ellas. Por tanto, a la nueva 
constitución europea debemos reclamar el 
reconocimiento y financiación de las políticas 
dinamizadoras que acaben con este déficit. 

Para finalizar. La Democracia Directa no acaba en la 
experiencia suiza, ni en la emergente izquierda 
latinoamericana. Podemos innovar, estamos 
obligados a hacerlo. Nuestro primer objetivo debe ser 
mantener la presión política e informativa por una 
constitución de nueva generación, basada en 
libertades políticas y no en libertades públicas. Si lo 
logramos -incluso parcialmente- el referéndum 
paneuropeo de ratificación constitucional será una 
fruta madura que caerá en nuestras manos por su 
propio peso. 
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